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REMOCIÓN DEL GUARDADOR - CURADORA – CARACTERÍSTICAS Y CAUSALES - JURISDICCIÓN VOLUNTARIA – NO SE PROBÓ LA MALA ADMINISTRACIÓN – SE CONFIRMA - Para comenzar, es pertinente recordar que las guardas son encargos que de manera obligatoria confiere el juez a determinadas personas llamadas por la ley para que ejerzan la representación y administren los bienes de otras que no pueden conducirse a sí mismas. Tal es el sentido de los artículos 52, 63 (guardas testamentarias), 68 (guarda legítima) y 69 (guarda dativa) de la Ley 1306 de 2009. Así lo recuerdan la doctrina  y la Corte Constitucional, que sirven de criterio auxiliar. 

Ahora bien, a pesar de la obligatoriedad, una guarda puede terminar definitivamente; así está previsto en el artículo 11 de la citada Ley, que entre otras causas para ello, trae la remoción del cargo. De su lado, la acción de remoción es popular, puede ser promovida incluso por el pupilo y tiene lugar por varias circunstancias, por ejemplo, por la torcida y descuidada administración (art. 73), por las actuaciones dolosas y culposas y por las conductas personales inapropiadas que redunden en perjuicio del pupilo (art. 102), por abstenerse de exhibir cuentas y soportes (art. 103). Por lo demás, el artículo 107 de la Ley, presume la actuación culposa del guardador, por el hecho de que el pupilo se encuentre afectado o lesionado en sus derechos fundamentales o no se encuentre recibiendo tratamiento o educación adecuada según sus posibilidades o se deterioren los bienes o disminuyan considerablemente los frutos o se aumente considerablemente el pasivo; presunción que corresponde al guardador desvanecer, dando explicación satisfactoria, so pena de ser removido

En el caso que nos ocupa, se alega en el libelo como causal principal para la remoción de la demandada en su calidad de curadora de los interdictos, la mala administración de los bienes que les pertenecen, situación que, en realidad, tal como lo concluyó la a-quo, no se encuentra probada en el expediente, lo que dará lugar a que se confirme el fallo.
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Se decide, con la aprobación de la mayoría, pues discutido el asunto, la Magistrada Claudia María Arcila Ríos anunció que salvará su voto, la apelación que presentó el demandante, contra la sentencia dictada por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 7 de abril de 2016 en el proceso de jurisdicción voluntaria tendiente a obtener la remoción de la señora María Edelmira Quiceno Díaz como curador de los interdictos Pedro Luis y María Esther Quiceno Díaz. 




ANTECEDENTES





Pidió el demandante, por conducto de apoderado nombrado en amparo de pobreza, que se declarara “… que la señora EDELMIRA QUICENO DÍAZ, incurrió en culpa grave en su condición de curador de sus hermanos legítimos, respecto de la administración de sus bienes y cuidado personal” y como consecuencia, que se ordenara su remoción y nombrar en su reemplazo al actor, con la entrega de bienes, rendición de cuentas e inscripción en los respectivos libros del estado civil de los interdictos. 

   



Para ese fin, relató que mediante providencia del 20 de enero de 2006 del Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, confirmada por el Tribunal Superior de este Distrito en su Sala Civil-Familia en providencia del 30 de mayo siguiente, “… se defirió la guarda legítima de los interdictos en la persona de su hermana legítima la señora María Edelmira Quiceno Díaz, sin que haya rendido cuentas de su administración”. Agrega el demandante que desde la muerte de los padres ha sido él quien ha estado pendiente de los interdictos.




La negligencia de la señora María Edelmira consiste en que “… ha dejado de efectuar algunas negociaciones que le reportarían grandes beneficios a su pupilo y en cambio ha ejecutado negocios que ostensiblemente los perjudican. Ya que a los interdictos les van a imponer una servidumbre en sus predios y la curadora no les hizo nombrar un representante legal pues el interesado en la servidumbre es su esposo el señor RUBIEL GOMEZ CARVAJAL produciéndose un conflicto de intereses con respecto a su cargo como curadora, también en forma fraudulenta la señora MARÍA EDELMIRA QUICENO DÍAZ les compró a los interdictos sus derechos mediante escritura pública No. 310 del 21 de mayo de 2004 en la notaría Primera de Chinchina (caldas) donde aparecen firmando los interdictos estos no saben firmar como aparece en sus respectivas cédulas de ciudadanía y estas firmas no aparecen a ruego por un tercero produciéndose un fraude y una falsificación de firmas, luego viendo su error hizo la resolución del contrato mediante escritura pública No. 175 del 18 de mayo de 2006 en la notaría Primera de Chinchiná (caldas) apareciendo firmado las personas interdictas que no saben firmar”. Igualmente, de los dineros que ECOPETROL les entregó a los interdictos, no se tiene ningún informe, ni mucho menos de los beneficios de la tercera edad que les da el Estado. 

  



La demanda fue admitida por auto del 23 de julio de 2015 y se ordenó citar a los parientes de los interdictos, a la actual guardadora y al Agente del Ministerio Público. 
 



Evacuadas las pruebas y las declaraciones de los interesados en el presente asunto, el Juzgado dictó sentencia en la que denegó las pretensiones de la demanda y ordenó la rendición de cuentas al demandante y a la guardadora de los interdictos. 

  



Surtida la notificación por edicto (que ha debido ser por estado en los términos de los artículos 624 y 625-5 del CGP, omisión que no genera nulidad), apeló el demandante insistiendo, con iguales argumentos que en el libelo, en la remoción de la guardadora. 




Concedido el recurso y cumplido el trámite respectivo en esta sede, se procede a decidir, previas las siguientes:

   



CONSIDERACIONES
  



Se intenta mediante este proceso que se acceda a la remoción de la curadora de los interdictos María Esther y Pedro Luis Quiceno Díaz, señora María Edelmira Quiceno Díaz, para lo cual se alega la mala administración de los bienes, y en su reemplazo se pide nombrar al actor. 

  



El Juzgado negó lo pedido, porque al analizar las pruebas descartó alguna justificación para proceder a relevar a la guardadora, dado que los testimonios no revelan el incumplimiento de sus deberes, ni que su actuar haya sido negligente “… pues a pesar de que no le han permitido el ingreso al lugar de su residencia, ella ha velado por su manutención y asistencia social en la medida de sus posibilidades.” 

   



Corresponde a la Sala definir, en consecuencia, si la jueza acertó en esa apreciación, o si, como sostiene el recurrente, las declaraciones dan cuenta de que la demandada ha sido descuidada en su función como curadora de los interdictos y ha omitido una adecuada defensa judicial de los intereses de ellos. 
  



Para comenzar, es pertinente recordar que las guardas son encargos que de manera obligatoria confiere el juez a determinadas personas llamadas por la ley para que ejerzan la representación y administren los bienes de otras que no pueden conducirse a sí mismas. Tal es el sentido de los artículos 52, 63 (guardas testamentarias), 68 (guarda legítima) y 69 (guarda dativa) de la Ley 1306 de 2009. Así lo recuerdan la doctrina
 y la Corte Constitucional
, que sirven de criterio auxiliar. 
  



Ahora bien, a pesar de la obligatoriedad, una guarda puede terminar definitivamente; así está previsto en el artículo 11 de la citada Ley, que entre otras causas para ello, trae la remoción del cargo. De su lado, la acción de remoción es popular, puede ser promovida incluso por el pupilo y tiene lugar por varias circunstancias, por ejemplo, por la torcida y descuidada administración (art. 73), por las actuaciones dolosas y culposas y por las conductas personales inapropiadas que redunden en perjuicio del pupilo (art. 102), por abstenerse de exhibir cuentas y soportes (art. 103). Por lo demás, el artículo 107 de la Ley, presume la actuación culposa del guardador, por el hecho de que el pupilo se encuentre afectado o lesionado en sus derechos fundamentales o no se encuentre recibiendo tratamiento o educación adecuada según sus posibilidades o se deterioren los bienes o disminuyan considerablemente los frutos o se aumente considerablemente el pasivo; presunción que corresponde al guardador desvanecer, dando explicación satisfactoria, so pena de ser removido.
En el caso que nos ocupa, se alega en el libelo como causal principal para la remoción de la demandada en su calidad de curadora de los interdictos, la mala administración de los bienes que les pertenecen, situación que, en realidad, tal como lo concluyó la a-quo, no se encuentra probada en el expediente, lo que dará lugar a que se confirme el fallo.




En efecto, la prueba testimonial, que fue la principal allegada al proceso para demostrar la negligencia de la guardadora en su función de administrar los bienes de los incapaces, no da cuenta de que así sea; por el contrario, son los mismos declarantes, en especial los hermanos de ambas partes, los que aluden a la función que ha desempeñado la demandada y la imposibilidad que se presenta actualmente para compartir con ellos debido a las diferencias personales que existen entre el demandante y ella, que parece ser el hecho detonante de la presente demanda. 




Así es: las declaraciones de Víctor Manuel Quiceno Díaz (fls. 76 a 77 vto.) y María Dioselina Quiceno Díaz (fl. 78 fte. y vto.), hermanos de las partes, a pesar de que indican que debe ser Luis Gonzaga quien debe ejercer la curaduría de los interdictos, pues ha sido la persona que ha velado por el bienestar de ellos, ninguna razón exponen sobre una inadecuada administración de la demandada. Si se observa, el primero de ellos afirma que en la medida de lo posible, ella ha estado atenta al cuidado y vigilancia de María Esther y Pedro Luis, con los recursos que adquirió para los incapaces, derivados de una media pensión que les da el Municipio por la suma de $140.000,oo por persona, cada dos meses; y la segunda, poco conocimiento tiene del asunto, solo relata de manera parcial lo que ha presenciado al lado del demandante con quien ha vivido toda la vida.




El señor Víctor Manuel afirma que “…EDELMIRA fue la que hizo las vueltas para esa media pensión, los dineros los recibe ella misma, cada dos meses como que es que les pagan hasta donde me doy cuenta ciento cuarenta mil peso por cada uno” y con eso “…lleva el mercadito que siempre ha llevado, el tarrito de vitaminas ENSURE y la paca de pañales. Es de las más grandes, no sé la marca.”; también señaló que cuando requieren servicios de salud “…GONZAGA los trae al médico o le manda a decir a la curadora que están enfermos y ella va o manda por ellos”, lo que da a entender que no ha estado alejada de su función legal.




Por su parte, María Dioselina informó que ha vivido toda la vida al lado de su hermano, y sobre la media pensión afirma que no “…tiene conocimiento quién la tramitó, pero EDELMIRA la recibe y de vez en cuando les lleva cualquier cosita pero es contadita la vez.” y cuando se le pregunta si conoce en qué se invierte el dinero contesta que no sabe, de lo cual se deduce que su conocimiento es disperso, nada claro tiene sobre la función de la curadora y su relato está más enfocado a beneficiar al demandante, persona con quien siempre ha vivido. 




Además, el mismo actor, en su exposición (fls.79 fte. y vto.), indica que fue él quien le prohibió las visitas a la demandada para ver a los interdictos. Expresamente señaló que “…yo le quité la idita a mi casa de una, porque ella por una parte me quería hacer un daño en la casa con el esposo, la esquina de la casa donde viven los especiales, la casa donde vive CARMEN y fuera de eso me dañó una tira de cafetal de una cuadra de largo. Si me dañan el lote con que me sostengo yo. Ahora dañándolo para echar carreta (sic), no estoy de acuerdo que me haga daños allá, yo no soy bobo y no me dejo robar, ni dañar ni les doy gusto en lo que ellos quieran”, lo que da a entender que fueron diferencias distintas a las de la curaduría las que llevaron a iniciar el presente proceso, pues a continuación agrega que “… doña EDELMIRA nada, ella únicamente el mercadito y nada más.” al igual que las idas al médico que corren por cuenta de “… EDELMIRA que es la curadora y ellos no se enferman sino una o dos veces en el año y ella paga esos gastos. Lo que ella hace es con la plata de los especiales.”. Finalmente dice que la curadora recibe “… $280.000,oo de los dos. Merca por ahí con cuarenta o cincuenta. Con los pañales le pongo por ahí sesenta mil pesos costándole mucho. Ella le pone otro precio.”





Lo que emerge de esto es que las desavenencias entre las partes surgieron por un hecho extraño a la curaduría que ejerce la demandada sobre los dos interdictos, así lo confirma su hermano Víctor Manuel cuando en su testimonio respondió afirmativamente a una pregunta en ese sentido (fl. 77 vto.)





Pruebas que resultan suficientes para dejar sentado que la demandada no ha sido negligente en su labor de curadora, si bien, los otros declarantes nada importante aportan al proceso, como quiera que el conocimiento lo adquirieron por comentarios de terceros o del mismo actor, o sea, que se trata de testimonios de oídas, cuyo valor probatorio se resiente hasta el punto de no poder tenerlos presentes para la resolución del presente litigio. Así ocurre en el caso de los testigos Carlos Arturo Sánchez Giraldo (fl. 73 y 74), Alba Consuelo Morales Aristizábal (fl. 75 y 76), Octavio Quiceno Correa (fl. 74 vto. y 75) y José Antonio Quiceno Díaz (fls. 93 y 94), amigos del demandante los dos primeros, primo y hermano de las partes, en su orden, los últimos. Veamos. 

  



Carlos Arturo (fls. 73 y 74), amigo del demandante, afirma que “De este proceso sé que doña EDELMIRA ha tratado de quitarle los derechos a estas personas yo lo afirmo porque ellos me lo han dicho y me consta por los problemas que ellos han tenido. Ellos me han contado que han bregado a quitarles los poderes a estas personas, EDELMIRA y el esposo don RUBIEL. La herencia que ellos tienen, a PEDRO LUIS y a ESTHER porque ellos no son personas normales y no se pueden valer por ellos mismos.” y más adelante entra en total contradicción cuando señala que “Ella dizque les lleva tres libras de arroz, dos atados de panela para un mes y a veces para dos meses y eso no les alcanza a ellos para subsistir. Lo digo porque yo he visto cuando ella llega a llevar las cosas, he estado presente, no la verdad es que ellos me han contado eso, porque yo hasta ir hasta allá a ver que les ha llevado no me consta.”




En el mismo sentido se pronuncia el primo hermano de las partes, Octavio Quiceno Correa (fl. 74 vto. y 75), cuando afirma que “… GONZAGA es el que les da con el producido de los derechos de ellos el mercadito, salud y vestido. Me consta porque GONZAGA me ha dicho que él es el que les da todo.”, dejando claro, eso sí, que le consta que “…EDELMIRA recibe la plata, ella dijo y les informó a todos, ella va a la casa y nos informa de la media pensión.”, aunque dijo que no sabe qué compra con ese dinero. 
  



Alba Consuelo Morales Aristizábal indicó sobre los interdictos que “… no sé en poder de quién están, lo que sí he oído decir es que ella (la demandada) les iba a quitar eso...” y más adelante puntualiza que “me consta porque me cuenta don GONZAGA, yo no estaba presente cuando hicieron las escrituras.”. Sobre el tema de la media pensión que adquirieron los incapaces expone que le “…consta porque don GONZAGA me contó y ella también debió haber hecho las vueltas para eso, y recibe la plata y eso es por ciento cuarenta mil pesos por persona, lo sé porque todo me lo ha contado don GONZAGA.”




Y José Antonio Quiceno Díaz, hermano de ambos litigantes, expuso que “…hace mucho años me retiré de la casa, yo de estos problemas en un sentido no me doy cuenta. Tengo un hermano de nombre Víctor Quiceno que me comunica los problemas de allá. Entonces me ha comentado esta semana de que Edelmira tiene a cargo de los dos hermanos especiales Pedro y María Esther que Edelmira les está administrando a ellos por ahí seis millones y piquito y que Edelmira no les ha rendido cuenta a Víctor Manuel, Luis Gonzaga, María Diocelina, Cenelia ni a mí de esta plata que hace de 5 o 6 años la tiene ella y nos le ha rendido cuenta si las ha tenido ganando plata en un banco o alguna persona ganando intereses…” 





Como se observa, sobre la función que desempeña la curadora poco conocimiento tienen; su juicio tiene como base lo que les han contado, principalmente el demandante o sus mismos hermanos, lo que le resta mérito probatorio a sus declaraciones. 




De todo lo cual se puede concluir que no se probó la negligencia de la demandada en su función como curadora de los interdictos; más bien, se deduce que ha estado atenta a los requerimientos de los mismos, fue la persona que tramitó la media pensión para su beneficio, con la cual se solventan un poco en la manutención alimentaria y de pañales, como lo dijo el mismo actor, es ella quien se encarga de las urgencias médicas y los gastos que generan, en fin su labor, que es de obligatorio cumplimiento, ha estado conforme a las pautas legales, sin que con las pruebas recaudadas se observe una desidia que lleve a su remoción, como de manera insistente lo pide el recurrente. 





Se debe dejar claro que el trabajo del curador es de protección, vigilancia, cuidado, manutención y administración de los bienes de los interdictos, sea que vivan a su lado o no, si bien su cuidado directo puede estar a cargo de cualquier miembro de la familia. El curador, simple y llanamente, ejerce una labor de representante y administrador, que hasta ahora ha cumplido a cabalidad la demandada.




Respecto al hecho de que no ha desplegado en debida forma la defensa judicial de los interdictos, se trata de una manifestación que carece de sustento probatorio; nada existe en el plenario que dé certeza al juez de que así ha ocurrido, como para analizar esta situación. Y es que el contrato de compraventa celebrado entre los interdictos y la demandada, en realidad poco demuestra sobre la mala fe que se le atribuye a la guardadora, pues se desconoce la real intención de esta negociación que, a la postre, mediante escritura pública No. 175 del 8 de marzo de 2006, de la Notaría de Chinchiná (Caldas), fue resuelta, de manera que el porcentaje de los bienes está hoy en cabeza de los incapaces. 




De otra parte, contrario a lo que se alega en la impugnación, la demandada sí ha rendido cuentas de su gestión, situación que es confirmada en la sentencia, cuando dispone que la guardadora deberá hacerlo desde el 27 de noviembre de 2014, ya que “hizo rendición de cuentas el pasado 26 de noviembre de 2013”. Lo que sí es incorrecto, es que se disponga que el demandante rinda cuentas, y en ese aspecto se procederá al final a revocar el numeral segundo de la sentencia recurrida, pues es un asunto ajeno a la especialidad de este proceso, que tiene que ver con la guarda que ejerce la demandada, quien, según el artículo 103 de la citada Ley 1306, sí está llamada a hacerlo cada año y en caso de omisión, el juez debe proceder de oficio a ordenarlo, como se dispuso en la sentencia que se revisa, que por este aspecto será también prohijada. 




Así las cosas, se confirmará la providencia apelada, con excepción del ordinal “SEGUNDO”, que se revocará. Sin condena en costas (inciso 1º, art. 154 del CGP).

  



No sobra señalar, en lo que tiene que ver con el escrito visible a folio 61 del cuaderno principal, en el que la demandada hace la manifestación expresa de renunciar a su cargo de guardadora, que es inviable tenerlo en cuenta, dado que no especifica las excusas que tiene para separarse del cargo, en los términos del artículo 78 de la Ley 1306; además, esa actuación debe surtirse ante el juez de conocimiento, para que, previa valoración del asunto, decida si procede la separación del cargo que, ya se dijo, en principio es obligatorio. 

DECISIÓN

   



En armonía con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia proferida el 7 de abril de 2016 por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal en el proceso de jurisdicción voluntaria tendiente a obtener la remoción de la señora María Edelmira Quiceno Díaz como curadora de los interdictos Pedro Luis y María Esther Quiceno Díaz, con excepción del ordinal “SEGUNDO” que SE REVOCA. 
  



Sin costas.
 

  



Esta decisión queda notificada en estrados




Los Magistrados,





JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
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